SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°25
RADICACIÓN:66001310400120160003501 
ACCIONANTE:IDALY OSORIO SALAZAR 

CONFIRMA NEGACIÓN

SERVICIO DE TRANSPORTE DE PACIENTE/ Prueba de la capacidad económica de la paciente y de su familia para pagar los desplazamientos que debe realizar, libera a la EPS de asumir ese gasto  

“(…) no cabe la menor duda en cuanto a que el servicio en virtud del cual solicita el transporte es indispensable para el tratamiento y restablecimiento de la salud de la tutelante, máxime si se tiene en consideración su delicado estado de salud; sin embargo, lo que no está demostrado es la falta de recursos de dicha ciudadana para asumir el valor del desplazamiento (…)
De acuerdo con lo informado por ella misma recibe $1´500.000.oo como mesada pensional, y según la discriminación de gastos mensuales aproximados que efectuó en el escrito de impugnación, dentro de los cuales se encuentra incluido el transporte en taxi para asistir al tratamiento de hemodiálisis, los mismos ascienden a la suma de 1´550.000.oo, situación que da lugar a concluir que aunque no de manera holgada, su ingreso sí le permite cubrir casi la totalidad de dichos gastos sin que se vea afectado su mínimo vital.

(…) pese a que la actora informó que es soltera y no tiene hijos, se tiene conocimiento que cuenta con parientes muy cercanos que viven en su misma residencia, dos de los cuales laboran (…) y en esa medida están en el deber de colaborarle en el evento de que sus ingresos no le permitieran cubrir sus necesidades básicas, en virtud del principio constitucional de solidaridad.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-073 de 2013.
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     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiocho (28) de abril de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No 368
                                                    Hora: 3:40 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la ciudadana IDALY OSORIO SALAZAR, frente al fallo proferido por la Juez Primera Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta por ella contra la NUEVA EPS.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora OSORIO SALAZAR se pueden concretar así: (i) tiene 57 años de edad, padece LUPUS desde hace 15 años, enfermedad que la ha desencadenado otras patologías, entre ellas, deficiencia renal crónica, a consecuencia de lo cual tiene dificultad para movilizarse por sus propios medios; (ii) su enfermedad requiere transporte para asistir a las hemodiálisis que se le realizan tres veces por semana en la Unidad Renal RTS, por ello solicitó a la NUEVA EPS mediante derecho de petición de febrero 16 de 2016 la autorización de ese servicio; (iii) la citada entidad se negó a acceder a su requerimiento, determinación que en su criterio es injusta, ya que los ingresos que recibe por concepto de mesada pensional, le alcanzan únicamente para su manutención, por cuanto debe asumir altos costos por alimentación especial y medicamentos fuera del POS, y en algunas ocasiones luego de asistir a las terapias se ve obligada a pagar ambulancia, lo cual afecta su mínimo vital, su calidad de vida y su vida digna.
Con fundamento en lo anterior, pide el amparo de las garantías constitucionales que le están siendo quebrantadas; y en consecuencia, se le ordene a la NUEVA EPS que le autorice el servicio de transporte que requiere para trasladarse hasta la Unidad Renal, y de esa institución hasta su residencia, durante el tiempo que esté en tratamiento. Así mismo, suministrarle el tratamiento integral con ocasión del diagnóstico que actualmente presenta.
3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- Sometido el asunto al respectivo reparto correspondió el conocimiento al Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), despacho que admitió la acción contra la NUEVA EPS, entidad que se pronunció en los siguientes términos:

La señora IDALY OSORIO SALAZAR se encuentra afiliada a esa entidad como cotizante en estado activo en el régimen contributivo, con diagnóstico de deficiencia renal crónica. 
Esa EPS le ha brindado a la usuaria todos los servicios enmarcados dentro de la normativa, y a la fecha no tiene pendientes autorizaciones ni tampoco se le ha expedido ninguna negación.

Lo atinente al servicio de enfermería además de estar excluido del POS, no hace parte del tratamiento que requiere la actora, máxime cuando lo que se pretende es reemplazar al cuidador de la paciente para que le ayude en sus labores cotidianas, lo cual no es responsabilidad de esa entidad sino directamente del usuario. Adicionalmente, la atención domiciliaria está reservada para eventos en los que se padecen enfermedades neurológicas, osteomusculares, degenerativas, con compromiso severa en la escala funcional y se trata de personas totalmente dependientes para ejecutar las actividades básicas.
En el caso puntual tampoco se reúnen los requisitos para el suministro del transporte por cuanto se trata de un servicio de consulta externa, el cual es programado y ambulatorio, es decir, no reviste el carácter de urgencia o internación indicada en la Resolución 5521/13, sino que se presta a través de una cita previa.
En lo tocante al tratamiento integral, indica que tampoco es procedente por cuanto no se le ha negado ninguna prestación a la accionante, y de acuerdo con la sentencia T-760/08 la integralidad no significa que el interesado pueda pedir que se le suministren todos los servicios de salud que estimen aconsejables, sino que el médico tratante adscrito a la EPS es el que determina lo que el paciente requiere. Adicionalmente, con fundamento en lo establecido en la Sentencia T-900/02 la acción de tutela no puede ir más allá de la amenaza o vulneración actual, y en todo caso el análisis que debe hacer el juez constitucional al respecto debe estar cimentado en la negativa u omisión de suministrar al afiliado lo requerido.
Con fundamento en lo anterior, solicita no conceder el amparo deprecado, y en forma subsidiaria, de accederse al mismo, se faculte a esa entidad para ejercer el correspondiente recobro.
3.2.- Culminado el término constitucional la titular del Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad profirió fallo en el que negó las pretensiones de la demanda por lo siguiente: (i) si bien la accionante padece de insuficiencia renal crónica, como consecuencia de su diagnóstico de lupus, la entidad de salud no le ha negado ninguno de los servicios contemplados en el Plan Obligatorio de Salud; (ii) lo que no ha autorizado dicha EPS es la prestación del servicio de transporte, y dado que la accionante cuenta con los recursos suficientes para costearlos, no se configura amenaza o vulneración de derecho fundamental alguno.
4.- IMPUGNACIÓN

La actora interpuso recurso de apelación, con fundamento en los siguientes argumentos:

Es una persona con discapacidad, lo cual le impide movilizarse por sus propios medios, y para salir a la calle necesita de bastón y de una persona que la acompañe, ya que pierde el equilibrio debido a un accidente cerebro vascular que sufrió y a una fractura en la columna. Es soltera y no tiene hijos.

Si bien devenga una pensión de $1´500.000, de la misma debe cubrir los siguientes gastos mensuales: (i) 80.000 que le descuentan de la mesada por concepto de salud; (ii) $30.000 por el servicio de Emi para la atención urgencias médicas; (iii) $700.000 por alimentación, aseo personal y servicios; (iv) 150.000 por una persona que le colabore con los oficios domésticos una vez a la semana; y (v) $240.000 para transportarse en taxi al sitio donde le realizan las terapias de hemodiálisis.
Por lo anterior solicita se reconsidere la decisión adoptada, ya que le asiste el derecho a tener un mínimo vital para sus gastos de sostenimiento.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto no accedió al amparo de los derechos fundamentales invocados por la señora IDALY OSORIO SALAZAR. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola conforme lo solicitado por la accionante.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el asunto sometido a estudio la juez de primera instancia luego del análisis previo consideró que en el caso de la señora OSORIO SALAZAR no existía vulneración de las garantías constitucionales cuya protección se solicitó, toda vez que por parte de la NUEVA EPS se le han brindado todos los servicios de salud que ha requerido. Así mismo, que pese a que dicha entidad no accedió a suministrarle el pago de transporte, ello tampoco constituye afectación de los derechos de la actora, toda vez que cuenta con los recursos económicos suficientes para asumirlo por su propia cuenta.

Sobre el asunto lo primero que debe decir la Sala es que si bien se ha determinado que el tratamiento integral es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable en primer término para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas que el Estado Social de Derecho como garante del goce de las garantías que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados, en el presente caso dicha medida no era procedente ni necesaria, toda vez que no se acreditó la negación de ningún servicio o medicamento por parte de la accionada -excepto el transporte-,  y tampoco se aportó orden alguna que tuviera pendiente para ser autorizada por parte de esa entidad.
Ahora, en lo que tiene que ver con el servicio de transporte, por vía jurisprudencial
 se ha determinado que en principio el servicio de transporte es una carga que debe asumir el paciente y su familia, y en cierto casos el juez de tutela con el fin de materializar la protección de los derechos a la vida y a la salud,  y esté probada la falta de recursos económicos, puede hacer recaer dicha obligación en la entidad prestadora del servicio. Puntualmente en la sentencia T-073 el máximo Tribunal en materia constitucional reiteró sobre el tema lo siguiente: 

“[…]En esos términos, se encuentra establecido que por vía de tutela se puede impartir la orden para que la empresa prestadora del servicio de salud cubra el transporte, ya sea urbano o de una ciudad a otra, del afiliado y de un acompañante, cuando el paciente lo requiera, de forma que pueda recibir oportunamente los servicios médicos asistenciales.

[…]

Esta Corporación
 ha precisado que si bien en principio la obligación de acudir a un tratamiento corresponde de forma prevalente al paciente y a su familia, existen ciertos presupuestos en los cuales la responsabilidad gravita a cargo de la institución prestadora del servicio, cuando se acredite que ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y de no efectuarse el mismo se ponga en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario.
 
Adicionalmente, la Corte ha señalado que la asunción de dichos costos de traslados deberán igualmente incluir el de un acompañante, cuando los mismos médicos tratantes así lo consideren estrictamente necesario, o en el evento de que se trate de un paciente que presente una discapacidad mental y no pueda valerse por sí mismo, o que corresponda a un menor de edad o a una persona de la tercera edad.
 

Para concluir, es obligación del juez de tutela analizar las circunstancias de cada caso en particular y determinar si se cumple con los requisitos definidos por la jurisprudencia, caso en el cual, deberá ordenar los pagos de transporte que se requiera cuando se demuestre que carece de recursos económicos  y su traslado para atender su salud es necesario para su recuperación […]” -negrillas fuera de texto-
Acorde con lo anterior, si bien es posible en determinados eventos ordenar a la respectiva EPS por vía de tutela que asuma el costo del transporte requerido por su afiliado para asistir a citas médicas o terapias, incluso, dentro de la misma ciudad, para ello es necesario tener claridad respecto a que la atención médica es indispensable para el tratamiento del afectado, y que la falta de éste constituye un obstáculo para el pleno ejercicio de su derecho fundamental a la salud; pero además de ello, acreditar que el accionante y su núcleo familiar no cuentan con los recursos suficientes para sufragarlo.

En el caso sometido a estudio, la señora  IDALY OSORIO SALAZAR se encuentra afiliada a la NUEVA EPS en calidad de cotizante, padece de LUPUS e insuficiencia renal, y con ocasión de la última de las citadas patologías debe recibir 3  hemodiálisis a la semana. No obstante, asegura no contar con los recursos necesarios para sufragar los gastos de transporte para asistir al instituto donde se le realizan esas terapias. 

En esas circunstancias no cabe la menor duda en cuanto a que el servicio en virtud del cual solicita el transporte es indispensable para el tratamiento y restablecimiento de la salud de la tutelante, máxime si se tiene en consideración su delicado estado de salud; sin embargo, lo que no está demostrado es la falta de recursos de dicha ciudadana para asumir el valor del  desplazamiento de su lugar de residencia hasta el sitio en el que recibe la mencionada atención, y para retornar a su casa.

De acuerdo con lo informado por ella misma recibe $1´500.000.oo como mesada pensional, y según la discriminación de gastos mensuales aproximados que efectuó en el escrito de impugnación, dentro de los cuales se encuentra incluido el transporte en taxi para asistir al tratamiento de hemodiálisis, los mismos ascienden a la suma de 1´550.000.oo, situación que da lugar a concluir que aunque no de manera holgada, su ingreso sí le permite cubrir casi la totalidad de dichos gastos sin que se vea afectado su mínimo vital.
Ahora, pese a que la actora informó que es soltera y no tiene hijos, se tiene conocimiento que cuenta con parientes muy cercanos que viven en su misma residencia, dos de los cuales laboran, según ella misma afirmó, y en esa medida están en el deber de colaborarle en el evento de que sus ingresos no le permitieran cubrir sus necesidades básicas, en virtud del principio constitucional de solidaridad.

De igual forma mencionó en la impugnación que parte de sus egresos están relacionados con médicos particulares y medicamentos no POS, a consecuencia de lo cual cabe precisar que lo que en su calidad de afiliada debe procurar es que dichos servicios y fármacos sean prestados por la NUEVA EPS como directa obligada a suministrarlos, ya que asegura que son necesarios para el mejoramiento de su calidad de vida.
En esas condiciones no es posible acceder a la petición de la actora, por cuanto no existe ningún fundamento para ordenar a la entidad accionada el suministro de un servicio cuyo valor puede ser asumido por ella, y necesariamente debe confirmarse la determinación adoptada por la primera instancia al encontrarse ajustada a derecho.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencias T-900 y T-567/02, T-099 y T-062/06, sentencias T-039/13, T-073/13 T-206/13.


� Sentencia  T-900 de 2002 M.P Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-467/02  M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Ver sentencia T-1079 de 2001, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.
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